	


SALA CONSTITUCIONAL

Magistrado Ponente: Marcos Tulio Dugarte Padrón

El 6 octubre de 2004, el abogado Carlos Augusto López Damián, inscrito en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el número 75.216, en su carácter de apoderado judicial de  FOTOCOLITA C.A., presentó en la Secretaría de esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, acción de amparo constitucional contra la decisión dictada el 3 de septiembre de 2004, por el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo, que declaró sin lugar la apelación interpuesta por su mandante, contra la sentencia pronunciada por el Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Agrario de la misma Circunscripción Judicial, que declaró con lugar la demanda que por daños morales intentó la ciudadana Laura Parra Montilla en contra de su representada.

En la misma oportunidad, se dio cuenta en Sala y se designó ponente al Magistrado Iván Rincón Urdaneta.

El 13 de octubre de 2004, compareció ante esta Sala, el abogado Carlos López Damián, a los fines de consignar original de instrumento poder que lo faculta para actuar en la presente causa. 

El 9 de diciembre de 2004, se recibió en esta Sala Constitucional, Oficio Nº 2004-2434 del 23 de noviembre de 2004, emanado del Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil y Mercantil de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo, mediante el cual solicitaba información relacionada con la presente acción de amparo.

El 4 de febrero de 2005, en virtud de la jubilación del Magistrado antes mencionado, se reasignó la ponencia al Magistrado Marcos Tulio Dugarte Padrón, quien, con tal carácter, suscribe la presente decisión.

El 15 de febrero de 2005, el abogado Carlos Augusto López Damián, a través de diligencia presentada ante esta Sala, solicitó con carácter urgente pronunciamiento en este amparo. 

I

FUNDAMENTOS DE LA ACCIÓN DE AMPARO


El apoderado judicial de la parte actora fundamentó la presente acción de amparo, en los siguientes argumentos de hecho y de derecho:


Que, el 3 de septiembre de 2004, el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo, dictó decisión mediante la cual declaró sin lugar la apelación interpuesta por su mandante, contra la sentencia pronunciada por el Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Agrario de la misma Circunscripción Judicial, que declaró con lugar la demanda que por daños morales intentó la ciudadana Laura Parra Montilla, titular de la cédula de identidad número 14.149.549, en contra de su representada, condenándola al pago de tres millones de bolívares (3.000.000.00).

Que para la demostración de la pretensión de la demandante (del juicio primigenio) llevó a los autos una prueba testimonial la cual fue desechada en la dos (2) instancias, “restando una prueba documental la cual fue apreciada por el Juzgado de la Segunda Instancia para declarar la procedencia de la acción (...) esta prueba documental (...) es la que provoca el que (su) poderdante haya sufrido las consecuencias de la indefensión, al deducirse de tal instrumento consecuencias jurídicas en franca violación al derecho a la defensa y al debido proceso en prejuicio de su patrocinada” .


Alegó que la prueba era una documental privada levantada por ante la Jefatura del Municipio Valera, Estado Trujillo, en la cual se dejó constancia “de que el 10 de junio de 2002, comparecieron la ciudadana Laura Parra y Ana Patricia Duarte a dilucidar ‘el problema que vienen confrontando’, ofreciéndole disculpas Ana Patricia Duarte por el suceso ocurrido el día 23 de mayo de 2002”. El referido suceso consistió en que la empleada de Fotocolitas C.A., durante el ejercicio de sus funciones como cajera de la referida empresa, presuntamente sometió al “odio y escarnio público”, a la demandante (cliente).


Que realizaron una serie de argumentaciones contra la prueba en el transcurso del juicio, entre ellas que “la parte actora pretende demostrar un hecho que no fue debidamente expuesto en el libelo de la demanda (...) Siendo esto así, (se encontraban) ante la presencia de un hecho nuevo alegado por la actora, contraviniendo de esa manera el artículo 364 del Código de Procedimiento Civil”. 


Que, “en tal documento intervienen las ciudadanas Laura Parra y Ana Patricia Duarte, en ninguna parte del documento se hace constar que o se demuestra que (su) postulada Fotocolita C.A., representada legalmente por la ciudadana Alexandra del Pilar Rivas, haya sido citada para comparecer ante dicha oficina en su carácter de representante de la empresa a dilucidar el conflicto allí controvertido”.


Agregó que la ciudadana Patricia Duarte fue “simplemente” una trabajadora de su mandante, y no se llamó directamente a su patrocinada.


Que se infringió el debido proceso “al permitirse la presunta demostración de un hecho que no fue alegado en el escrito de demanda, así como se viola el derecho a la defensa cuando el juez acoge una prueba donde una de las partes interesadas, en este caso (su) patrocinada no pudo asistir por que no fue citada para ese acto, impidiéndosele su participación en la actividad probatoria realizada en dicha oficina, al no ser llamada para que compareciera a formular las objeciones y defensas que considerare pertinentes”.


Que “tal documento no podía ser apreciado por el Juez Superior del Estado Trujillo, ni menos aun surtir efectos contra su mandante, a excepción entre las partes que lo suscriben, (...) quienes dicho sea de paso (...) comparecen con el carácter de partes a dirimir un problema entre ellas, más no entre Laura Parra y Fotocolitas C.A., pues Ana Patricia Duarte no es ni ha sido representante, ni factor mercantil, ni apoderada de la empresa”. 


Que no pudieron reconocer o desconocer el documento de conformidad con lo dispuesto en el artículo 444 del Código de Procedimiento Civil, por cuanto no fue suscrito por su mandante.


Que por tratarse de un documento emanado de un tercero, la ciudadana Patricia Duarte, debió ratificarlo en la etapa probatoria a través de la prueba testimonial, lo cual –según señaló- no sucedió, que solamente lo ratificó la prefecto durante el proceso, mas no la ciudadana Patricia Duarte.


Solicitó el apoderado judicial en su escrito de amparo, que esta Sala dejara sin efectos la decisión accionada, por ser violatoria del derecho a la defensa y al debido proceso. 

II

COMPETENCIA

Corresponde a esta Sala determinar su competencia para conocer de la pretensión de amparo constitucional incoada y, en tal sentido, observa:

 
De conformidad con lo previsto en el literal b) de la Disposición Derogatoria, Transitoria y Final de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia publicada en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela, bajo el n° 37.942, el 20 de mayo de 2004, que permite a la Sala Constitucional de este máximo Tribunal integrar el régimen procesal del amparo, a través de las interpretaciones vinculantes que realiza dicha Sala, con base en los artículos 335 y 266, numeral 1 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, la misma debe reiterar la inveterada jurisprudencia sentada desde el fallo dictado el 20 de enero de 2000, caso: Emery Mata Millán, la cual puede reducirse a la afirmación de que a esta Sala Constitucional le corresponde conocer de las acciones de amparo constitucional, en primera y única instancia, ejercidas contra las sentencias dictadas por los Juzgados Superiores (con excepción de los Contenciosos Administrativos), las Cortes de Apelaciones y las Cortes en lo Contencioso Administrativo, en su condición de instancia superior a los mismos.
 
En el presente caso, se somete al conocimiento de la Sala una acción de amparo incoada contra la decisión dictada el 3 de septiembre de 2004, por el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo, que conoció en apelación de una demanda que por daños morales, fue  incoada contra la accionante, motivo por el cual, la Sala se declara competente para conocer la presente acción de amparo constitucional.

III

MOTIVACIONES PARA DECIDIR

 Analizadas las actas que conforman el expediente, esta Sala pasa a decidir previo el análisis de las siguientes consideraciones:

 
En el caso de autos, la acción de amparo tiene como objeto la presunta violación de los derechos constitucionales relativos a la defensa y al debido proceso por parte de la sentencia dictada el 3 de septiembre de 2004, por el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo, que declaró sin lugar el recurso de apelación ejercido por la demandada, hoy accionante, contra la decisión del 13 de noviembre de 2003, pronunciada por el Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario y del Tránsito de la misma Circunscripción Judicial y, en consecuencia; declaró con lugar la demanda que, por daños morales, interpuso la ciudadana Laura Parra Montilla.


Señaló la parte accionante en amparo (demandada del juicio primigenio), que la violación se materializó con la decisión del juzgado accionado que consistió en valorar una prueba documental privada que, según el apoderado judicial, debió ser desechada por los juzgados que conocieron la causa (en primer y segundo grado de jurisdicción), visto que al momento de formación de la prueba no pudieron realizar ninguna actividad probatoria, toda vez que no fue citada su patrocinada para tal evento. Que, por tanto, no pudo ejercer el debido control de la prueba.


Precisa esta Sala hacer un recorrido por las actuaciones que se llevaron acabo en el juicio primigenio, en los términos siguientes:


Aprecia la Sala que la ciudadana Laura Parra Montilla, titular de la cédula de identidad número 14.149.549, incoó demanda por daños morales contra la hoy accionante.


Que los daños morales consistieron en que una empleada de Fotocolitas C.A., sometió el honor y la reputación de la demandante (cliente) al “odio y escarnio público”, durante el ejercicio de funciones como cajera de la empresa.

La demandante promovió prueba documental que consistió en el acta de compromiso celebrada en el despacho de la Prefectura del Municipio Valera, así como la testimonial, de la Prefecta a fin de que ratificara el contenido de la referida acta (ambas pruebas valoradas). Por otra parte, promovió pruebas testimoniales de varios ciudadanos que presuntamente presenciaron los hechos ocurridos el 23 de mayo de 2002 (desechadas).


El 13 de noviembre de 2003, el Juzgado Segundo de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo, declaró con lugar la demanda en referencia y, de tal decisión, ambas partes apelaron.


El 3 de septiembre de 2004, el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo, declaró sin lugar la apelación ejercida por ambas partes y confirmó la decisión del juzgado de primera instancia que declaró con lugar la demanda.

El fallo accionando, en relación al alegato esgrimido por la apelante-demandada, relativo a que no se debió valorar la prueba documental, señaló “la documental administrativa perfectamente bien se pudo oponer a la demandada habida cuenta de que aparece suscrita por el agente del daño, esto es, por su empleada, la cual de esa forma reconoció su culpa en la realización del hecho dañoso y ello es así tanto y en cuanto, nuestro sistema de responsabilidad derivada del daño, establece, como lo afirma el tratadista José Melich Orisini, la responsabilidad del principal con carácter iuris et de iure.

De allí que la demandada ha debido impugnar por los medios establecidos en la ley la documental administrativa que se analiza, lo cual, ciertamente no hizo y por tanto, dicha prueba produce plena eficacia demostrativa de la comisión, por parte de la empleada de la demandada, del hecho dañoso en perjuicio de la demandante y del cual deriva responsabilidad a cargo de la demandada”.


Por otra parte, aprecia la Sala que, el 14 de febrero de 2003, el acta compromiso fue ratificada por la Prefecta ante el juzgado comisionado. Lo cual condujo al Juzgado Superior a concluir que se evidenciaba “que la trabajadora de la empresa demandada reconoció en forma expresa haber agredido a la demandante con lo cual (...) quedó demostrado en forma palmaria la comisión, por parte de dicha empleada, del hecho ilícito que, en ejercicio de sus funciones como trabajadora de la empresa (...) llevó a cabo en perjuicio de la integridad física y moral de la demandante, y de esa manera dejó comprometida la responsabilidad de su patrona, la empresa demandada”.

Ahora bien, la Sala ha establecido, en múltiples fallos, que la demanda de amparo es un mecanismo que exclusivamente persigue la protección del goce y el ejercicio de los derechos constitucionales, por lo que no puede convertirse en una tercera instancia en la cual se juzgue nuevamente sobre el mérito de una controversia que conocieron y juzgaron los jueces de la causa o se valore el mérito de las pruebas que ya fueron objeto de la soberana apreciación de estos juzgadores. Además, en criterio de la Sala, la valoración y apreciación de las pruebas forma parte de la autonomía que le concede el ordenamiento jurídico a los jueces de instancia y no es susceptible de tutela constitucional, salvo cuando un Juez no valore o no aprecie pruebas fundamentales que se aportaron oportuna y apropiadamente al juicio, pues tal omisión produce indefensión y configura el vicio silencio de pruebas, cuya consecuencia es la nulidad de la sentencia de conformidad con el artículo 509 del Código de Procedimiento Civil. (Vid. s.S.C. n° 1489 del 26.06.02 caso: Municipio Arístides Bastidas del Estado Yaracuy).
En relación con el debido proceso y el derecho a la defensa, ha señalado esta Sala que pueden considerarse vulnerados cuando el interesado no conoce el procedimiento que pueda afectarlo, se le impide su participación o el ejercicio de sus derechos, o se le prohíbe realizar actividades probatorias, lo cual no ocurrió en el presente caso, toda vez que se cumplió con todo el procedimiento que implica una demanda por daños morales; esto es, las partes estuvieron a derecho, pudieron valerse de los medios que consideraron pertinentes para su defensa y se respetó el derecho al doble grado de jurisdicción, razón por lo cual no se advierte violación de rango constitucional al derecho al debido proceso.

Sin perjuicio de lo antes expuesto, precisa la Sala señalar que de conformidad con la norma contenida en el artículo 1.191 del Código Civil, el patrono (en referencia al caso concreto) es responsable del ilícito en el que incurra el empleado durante el ejercicio de las funciones para la cual fue empleado.

Así mismo es de agregar, que una vez comprobada la culpa del dependiente, se prueba, al mismo tiempo, la culpa del principal.

En el caso concreto, de la valoración -autónoma- de las pruebas (en especial del acta compromiso) el juez comprobó el hecho ilícito y la culpa de la empleada, culpa que de acuerdo a la norma referida supra, recae sobre el principal (patrono).


Es de advertir que, aun cuando esta Sala no puede pronunciarse sobre el mérito de la prueba documental de marras, la evacuación de la misma se realizó de conformidad con el artículo 431 del Código de Procedimiento Civil, por lo que la parte demandada del juicio principal, hoy accionante, pudo ejercer el control de la prueba en la oportunidad que se tomó la declaración de la prefecta (con la repregunta), por tanto mal podía concluirse que en el proceso primigenio se le vulneró el derecho a la defensa a la quejosa.

En atención a lo expuesto, la Sala considera improcedente in limine litis la acción de amparo incoada y así se declara.  

 DECISIÓN

 Por las razones precedentemente expuestas, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en nombre de la República por autoridad de la Ley, declara IMPROCEDENTE in limine litis la acción de amparo constitucional incoada por el abogado Carlos Augusto López Damián, en su carácter de apoderado judicial de  FOTOCOLITA C.A., contra la decisión dictada el 3 de septiembre de 2004, por el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, Tránsito y Protección del Niño y del Adolescente de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo.

Publíquese, regístrese y notifíquese. Archívese el expediente.

Dada, firmada y sellada en el Salón de Audiencias de la Sala Constitucional     del    Tribunal    Supremo     de Justicia,    en Caracas a los 18 días del mes de  julio de dos mil cinco.  Años 195º de la Independencia y 146º de la Federación.

La Presidenta,

LUISA ESTELLA MORALES LAMUÑO

El Vicepresidente,
JESÚS EDUARDO CABRERA ROMERO
PEDRO RAFAEL RONDÓN HAAZ 

Magistrado
LUIS VELÁZQUEZ ALVARAY
Magistrado

FRANCISCO ANTONIO CARRASQUERO LÓPEZ
Magistrado

MARCOS TULIO DUGARTE PADRÓN

Magistrado Ponente

ARCADIO DELGADO ROSALES

           Magistrado 

El Secretario,

JOSÉ LEONARDO REQUENA CABELLO
Exp. 04-2737
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